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AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 277 DE 2016 

CÁMARA, 127 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se establecen lineamientos para 
el trabajo desarrollado por las personas que prestan 
sus servicios en los programas de atención integral a 
la primera infancia y protección integral de la niñez 
y adolescencia del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF), sus derechos laborales, se establecen 
garantías en materia de seguridad alimentaria y se 

dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Objeto de la ley, del servicio público de atención 
a la primera infancia y protección integral de la 

Objeto de la ley. La presente ley tiene 
por objeto establecer los lineamientos que rigen la re-
lación laboral de las personas que prestan sus servicios 
en los Programas de Atención Integral a la Primera in-
fancia, Protección Integral de la Niñez y Adolescencia 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
entiéndase las que se desempeñan como madres comu-
nitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas 
que hayan hecho tránsito a las modalidades integrales 
y se garantiza la seguridad alimentaria.

Del servicio público de atención a 
la primera infancia, protección integral de la niñez 
y adolescencia. La atención integral a la Primera In-
fancia es un servicio público que puede ser prestado 
por el Estado o por los particulares constituidos como 
personas jurídicas sin ánimo de lucro, que reúnan los 
requisitos establecidos por el ICBF, mediante la sus-
cripción de contratos de aporte, de conformidad con lo 
establecido en la Ley 80 de 1993 y las normas que la 

El servicio público de Atención a la Primera Infan-
-

tegral, los derechos prevalentes e inalienables de los 
niños y niñas de 0 a 5 años de edad pertenecientes a 
los niveles de Sisbén 1, 2 y 3 de la población en forma 
regular y continua de conformidad con el régimen ju-
rídico especial que para tal efecto expida el Gobierno 
nacional.

La Protección Integral de la Niñez y Adolescencia 
-

lescentes entre los 6 y 18 años como sujetos de dere-
chos para garantizar el desarrollo integral, prevenir su 
vulneración, mantener su protección en forma regular, 
garantizar el restablecimiento de sus derechos de con-
formidad con el régimen jurídico especial que para tal 
efecto expida el Gobierno nacional.

Para efectos de garantizar la cali-
dad en el servicio, en los procesos de contratación que 
adelante el ICBF para el desarrollo de sus políticas y/o 

-
dividual de las madres comunitarias, FAMI sustitutas, 
tutoras y aquellas que hayan hecho tránsito a las mo-
dalidades integrales, cuya sumatoria podrá convalidar 
la experiencia requerida por las asociaciones de padres 
usuarios y/o madres comunitarias FAMI y sustitutas. 

. Son aquellas personas 
que prestan el servicio público de atención integral a la 
primera infancia del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) a niños y niñas entre 0 y 5 años de 
edad, y son titulares responsables de los Hogares Co-
munitarios de Bienestar a través de las distintas formas 
de atención. Igualmente, quienes estando vinculadas a 
los Hogares Comunitarios hicieron tránsito a los Cen-
tros de Desarrollo Integral (CDI).

. Las madres FAMI o FAMIS, son 
aquellas personas que prestan el servicio público de 
atención a la primera infancia del ICBF y a mujeres 
gestantes, lactantes en situación de extrema pobreza. 
Son consideradas madres FAMI, quienes estando vin-
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culadas a la modalidad FAMI hicieron tránsito a la mo-
dalidad familiar.

 Son aquellas personas que 
prestan el servicio público de protección del ICBF a 
niños y niñas menores de 2 años que se encuentren  en 
situación de abandono o vulnerabilidad psicoafectiva, 
nutricional, económica y social; a niños, niñas y/o ado-
lescentes que se encuentran bajo una medida de protec-
ción provisional; a niños, niñas y/o adolescentes cuyos 
derechos se encuentren en peligro de ser afectados por 
encontrarse en situación de discapacidad parcial o to-
tal, porque padecen una enfermedad que requiere de 
tratamiento y cuidados especiales o porque estén en si-
tuación de desplazamiento.

. Son aquellas personas que pres-
tan el servicio público de protección del ICBF a niños, 
niñas y/o adolescentes desvinculados de grupos arma-
dos organizados al margen de la ley.

Las madres comunitarias y madres 
FAMI podrán prestar el servicio en el lugar de su re-
sidencia, en sedes sociales, comunitarias o en infraes-
tructura de una institución estatal o privada, que se de-
nominarán Hogares Comunitarios y Hogares FAMI, los 
cuales funcionarán bajo la continuada reglamentación 
a una organización comunitaria, social o empresarial 
y la vigilancia, control y seguimiento del ICBF, como 
ente rector del Sistema Nacional de Bienestar Familiar.

CAPÍTULO II
Reglas que rigen la relación laboral de las 

madres comunitarias, FAMI, sustitutas y tutoras, 
naturaleza del vínculo contractual, subsidio a la 

vejez, sustitución de empleadores y reglamento de 
trabajo

Del vínculo contractual de las madres 
comunitarias, madres FAMI, sustitutas y tutoras. La 
vinculación contractual de las madres comunitarias y 
FAMI que prestan el servicio público de atención in-
tegral a la primera infancia en los Programas del ICBF 
será de carácter laboral y se adelantará en forma directa 
con el ICBF o mediante la contratación de las orga-
nizaciones conformadas por madres comunitarias, ma-
dres sustitutas, tutoras y FAMI. En todo caso, se deberá 
garantizar su vinculación con vocación de estabilidad 

todas las prestaciones sociales y de seguridad social a 
las que tienen derecho. 

Su remuneración no podrá ser inferior a un salario 
mínimo mensual legal vigente o proporcional al tiempo 
de dedicación al Programa.

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar des-
contará y pagará los aportes a seguridad social y pres-
taciones sociales a favor de las madres comunitarias, 
madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan 
hecho tránsito a las modalidades integrales sin que ello 
genere relación laboral alguna con la entidad retene-
dora.

Parágrafo 1°. Quienes acrediten haber prestado 
sus servicios como madres comunitarias, FAMI, tuto-
ras, sustitutas y aquellas que hayan hecho tránsito a las 
modalidades integrales, en los programas de atención 
integral a la primera infancia, protección integral de la 
niñez y adolescencia, del ICBF serán tenidas en cuenta 
de forma preferente para la vinculación de personal a 
las estrategias de educación inicial y atención integral 

de primera infancia que adelanten los entes territoria-
les, de conformidad con sus competencias constitucio-
nales y legales.

El Gobierno nacional diseñará e im-
plementará con la participación de las que hacen parte 
de los programas de protección integral de la niñez y 
adolescencia del ICBF el mecanismo para materializar 
su vinculación laboral y formalizar sus derechos labo-
rales y seguridad social.

El Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF), garantizará los recursos para el cum-

la asunción de obligaciones que afecten presupuestos 
de vigencias futuras, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 10 de la Ley 819 de 2003, el cual deberá ser 

Subsidio permanente a la vejez. Las 
madres comunitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras 
y aquellas que hayan hecho tránsito a las modalidades 
integrales que hayan prestado sus servicios al ICBF 
tendrán derecho a un subsidio permanente a la vejez, 
que se incrementará anualmente en el mismo porcen-
taje del salario mínimo mensual legal vigente, de la si-
guiente manera:

1. Quienes hayan laborado veinte (20) años o más 
en los programas de atención integral a la Primera In-
fancia, protección integral de la niñez y adolescencia 
del ICBF recibirán subsidio equivalente a un 95% de 
un salario mínimo mensual legal vigente.

2. Quienes hayan laborado más de diez (10) años 
y menos de veinte (20) años o más en los programas 
de atención integral a la Primera Infancia, protección 
integral de la niñez y adolescencia del ICBF recibirán 
un subsidio proporcional al tiempo laborado, que lo re-
glamentará el Gobierno nacional.

El subsidio permanente a la vejez, 
para efectos de la presente ley, es incompatible con la 
pensión de vejez e invalidez.

-
diciones del subsidio aplicarán para quienes ya son be-

En caso de fallecimiento de la bene-

designarse sustituto del subsidio.
El Gobierno nacional garantizará la 

continuidad del servicio de salud a las madres comu-
nitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas 
que hayan hecho tránsito a las modalidades integrales, 
que acceden al subsidio permanente a la vejez, dando 
continuidad a la misma Entidad Prestadora de Salud 

-

mediante listado censal que remitirá al Ministerio de 
Salud y Protección Social, manteniendo actualizada la 
información.

Requisitos para acceder al subsidio 
permanente a la vejez. Los requisitos para que las ma-
dres comunitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y 
aquellas que hayan hecho tránsito a las modalidades 
integrales, accedan al subsidio permanente de vejez 
como mecanismo de protección serán los siguientes: 

1. Ser colombiano.
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2. Tener mínimo diez años (10) años laborados en 
los Programas de Atención Integral a la Primera Infan-
cia, y del Programa de protección integral del ICBF.

3. Acreditar la condición de retiro como madre co-
munitaria, FAMI, sustituta y tutora de los Programas de 
Atención Integral a la Primera Infancia del ICBF.

4. Tener como mínimo 57 años para el caso de las 
mujeres y 62 años para los hombres.

5. No estar pensionado por vejez o invalidez.

Económicos Periódicos.
A las madres comunitarias, madres 

FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan hecho 
tránsito a las modalidades integrales que no cumplan 
los requisitos para acceder al subsidio a la vejez y ha-
yan laborado menos de diez (10) años, contados a partir 
del 29 de enero de 2003, en los Programas de Atención 
Integral a la Primera Infancia del ICBF y no tuvieron 
acceso al Fondo de Solidaridad Pensional, el Estado le 
reconocerá el pago del valor actuarial del tiempo labo-
rado, de conformidad con el artículo 81 de la Ley 1737 
del 2 de diciembre de 2014.

Sustitución de empleadores. De con-
formidad con lo previsto por los artículos 67, 68 y 69 
del Código Sustantivo del Trabajo, madres comunita-
rias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que 
hayan hecho tránsito a las modalidades integrales de 
los Programas de Atención Integral a la Primera Infan-
cia del ICBF, que hagan tránsito o hayan transitado con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley a la es-
trategia gubernamental De Cero a Siempre, conserva-
rán la calidad del vínculo contractual establecido en la 
presente ley y demás prerrogativas laborales sociales, 

siempre que se den los requisitos establecidos en di-
chas disposiciones.

En el caso de que las madres comuni-
tarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que 
hayan hecho tránsito a las modalidades integrales que 
hayan adquirido el derecho a pensionarse con anterio-
ridad a la sustitución, las mesadas pensionales que sean 
exigibles con posterioridad a esa sustitución deberán 
ser cubiertas por la administradora de pensiones donde 
cotizaron.

Del reglamento del trabajo. Dentro de 
los tres (03) meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley, el ICBF convocará a una mesa de trabajo 
a las organizaciones representativas de madres comuni-
tarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que 
hayan hecho tránsito a las modalidades integrales y al 
Ministerio del Trabajo para la discusión, elaboración 
y adopción, previo acuerdo, del reglamento de traba-
jo que regirá para los operadores de los programas de 
Atención Integral a la Primera Infancia del ICBF, al 
que deberán someterse los sujetos integrantes de la re-
lación contractual.

De la seguridad y salud en el trabajo
El Gobierno nacional garantizará los recursos para que 
las entidades que contraten madres comunitarias, ma-
dres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan he-
cho tránsito a las modalidades integrales, adelanten las 
acciones tendientes a fomentar un ambiente de trabajo 
seguro y saludable.

Derecho a la educación. Las madres 
comunitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aque-
llas que hayan hecho tránsito a las modalidades inte-
grales que prestan el Servicio Público de Atención In-
tegral a la Primera Infancia, y que prestan el servicio 
en los Programas de protección integral de la niñez y 
adolescencia del ICBF, tendrán derecho:

1. Al acceso gratuito a la educación básica y media 

Gobierno nacional expedirá la reglamentación corres-
pondiente.

2. Al otorgamiento de los permisos para asistir a 
clases y exámenes por parte de las entidades que las 
administran, cuando cursen con regularidad estudios en 
los diferentes niveles de educación, siempre y cuando 

El Gobierno nacional podrá incorporar 
en el Presupuesto General de la Nación las partidas ne-
cesarias para la creación de un fondo que sea adminis-
trado por el Icetex, con destino a estimular el acceso a 
Programas Académicos de Educación Superior de las 
madres comunitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras 
y aquellas que hayan hecho tránsito a las modalidades 
integrales relacionadas con la atención integral a la Pri-
mera Infancia en diferentes áreas académicas. De igual 
forma, el Ministerio de Educación, el Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar  y el Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA), gestionarán programas de ca-
pacitación y formación para las madres comunitarias, 
madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan 
hecho tránsito a las modalidades integrales.

De la dotación de bienes y servicios 
para funcionamiento del servicio público de atención 
integral a la Primera Infancia del ICBF La dotación 
de bienes y servicios para el funcionamiento del servi-
cio público de atención a la Primera Infancia del ICBF, 

misma.
-

nismos de control:
1. Los padres de familia de los niños y niñas usua-

rios de los programas podrán constituir veedurías ciu-
dadanas para establecer la calidad, oportunidad y su-

fungibles, que se suministren para el desarrollo de los 
programas en sus diferentes modalidades y la legalidad 
de los contratos de suministro.

2. El ICBF publicará en su página web, de forma 
permanente, la convocatoria y adjudicación de los con-
tratos de suministros de bienes y servicios que se sus-
criban para garantizar el servicio público de Atención 
Integral a la Primera Infancia.

3. El ICBF publicará en su página web los informes 
de interventoría o supervisión de los contratos de su-
ministros de bienes y servicios, que se suscriban con 
las personas jurídicas que administren los programas 
del servicio público de Atención Integral a la Primera 
Infancia.

4. El ICBF publicará en su página web los informes 
que emitan los órganos de control sobre las irregulari-
dades e inconsistencias que pueda presentar durante la 
prestación del servicio público de Atención Integral a 
la Primera Infancia.
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 En ningún caso las madres comunita-
rias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que 
hayan hecho tránsito a las modalidades integrales es-
tarán obligadas a sufragar de su propio pecunio el su-
ministro de bienes y servicios para funcionamiento de 
los servicios de Atención Integral a la Primera Infancia 
del ICBF.

Artículo 12. Mejoramiento y cobertura de los pro-
gramas del servicio público de Atención Integral a 
la Primera Infancia El ICBF directamente o a través 
de un tercero realizará estudios para establecer las ne-
cesidades de mejoramiento y cobertura de programas 
del servicio público de Atención Integral a la Primera 
Infancia, por consiguiente, apropiará los recursos pre-
supuestales necesarios.

La cobertura de los programas del servicio público 
de Atención Integral a la Primera Infancia del ICBF se 
ampliará para niños y niñas en condición de vulnerabi-
lidad que no reciban ningún tipo de atención por parte 
del Estado, especialmente en las regiones más deprimi-
das del país, en el marco de la estrategia gubernamental 
de De Cero a Siempre.

Artículo 13. Capacitación nutricional a las ma-
dres comunitarias, madres FAMI, sustitutas, tutoras y 
aquellas que hayan hecho tránsito a las modalidades 
integrales. 

-
blico de Atención Integral a la Primera Infancia y pro-
tección integral de la niñez y adolescencia, el ICBF ca-
pacitará en temas relacionados en salud y nutrición de 
forma permanente a las madres comunitarias, madres 
FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan hecho 
tránsito a las modalidades integrales y les suministrará 
la dotación pertinente al servicio de alimentación. 

Adecuará la infraestructura de los hogares teniendo 
en cuenta el enfoque especial y diferenciado, y estable-
cerá de acuerdo a los grupos de edades la ración nu-
tricional atendiendo las particularidades culturales de 
cada región.

Las madres comunitarias, madres 
FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan hecho 
tránsito a las modalidades integrales, estarán asesora-
das de forma permanente por un equipo de nutricio-
nistas.

El ICBF solicitará al Ministerio de 
Salud y al Sena el personal que brinde las capacitacio-
nes a las madres comunitarias, madres FAMI, aquellas 
que hayan hecho tránsito a las modalidades integrales, 

puedan brindar a los niños y niñas o adolescentes una 
nutrición adecuada.

El ICBF y el Ministerio de Salud 
vigilarán y supervisarán a los proveedores que sumi-
nistran los alimentos a los hogares para determinar su 
calidad sanitaria.

El ICBF garantizará que el aporte ali-
-

rios de sus programas de Primera Infancia y Protección 
Integral de la Niñez y Adolescencia cubra los requeri-
mientos nutricionales necesarios para su normal desa-
rrollo por grupos de edad, e implementando estrategias 
de supervisión y seguimiento para que los proveedores 
de estos alimentos los entreguen en correctas condicio-
nes de cantidad y calidad.

Parágrafo. El ICBF y el Ministerio de Salud se 
encargarán de supervisar mes a mes el progreso nu-
tricional, además de talla y crecimiento de los niños 
y adolescentes a cargo de las madres comunitarias, 
madres FAMI, sustitutas, tutoras y aquellas que hayan 

todas las medidas necesarias para garantizar el buen 
desarrollo y estado de salud de cada uno de los niños 
y adolescentes bajo su dirección, esto incluye no solo 
estrategias, acompañamiento sino también sanciones al 
respecto que permitan garantizar el cuidado de la po-
blación de niños bajo estas modalidades de cuidado.

Evaluación y seguimiento a los Pro-
gramas de Atención Integral a la Primera Infancia 
del ICBF. La Comisión Especial de Seguimiento para 
la Atención Integral de la Primera Infancia, creada por 
el artículo 13 de la Ley 1295 de 2009, promoverá a 
partir de la promulgación de la presente ley, la Segunda 
Encuesta Nacional de Evaluación del Impacto de los 
Programas de Atención Integral a la Primera Infancia, 
cuyos resultados deberán ser entregados a las Comisio-
nes Sextas y Séptimas del Congreso de la República 
para el respectivo control político.

Igualmente, la Comisión Intersectorial para la Aten-
ción Integral de la Primera Infancia, creada mediante 
el Decreto número 4875 de 2011 dispondrá, de confor-
midad con sus competencias, de los mecanismos técni-
cos y administrativos para la actualización y ajuste del 
Documento Conpes Social 109 de 2007, mediante el 
cual se adoptó la Política Pública Nacional “Colombia 
por la Primera Infancia”, en orden a garantizar el goce 
efectivo de los derechos prevalentes e inalienables de 
los niños y las niñas de los estratos más pobres de la 
población.

Artículo 16. Rendición de cuentas. -
-

ción de cuentas al Congreso de la República sobre cada 
uno de los programas que ejecuta el desarrollo de su 
misión institucional, especialmente de los Programas 
del servicio público de Atención Integral a la Primera 
Infancia y Protección Integral de la Niñez y Adolescen-
cia, los que podrán ser sometidos a debate de control 
político, si así lo consideran las Células Legislativas, 
de conformidad con sus competencias.

El Ministerio Público presentará un in-
forme de la gestión del cumplimiento de los preceptos 
establecidos en esta ley, el cual será publicado en la 
página web de las respectivas entidades del Estado.

Reglamentación El Gobierno nacio-
nal en un término no superior a seis (6) meses, a partir 
de la promulgación de la presente ley reglamentará lo 
pertinente para su cabal cumplimiento.

Vigencia La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las normas que le 
sean contrarias, en particular el artículo 4° de la Ley 
1187 de 2008 y el artículo 4° del Decreto número 1340 
de 1995.



G  1176  Martes, 27 de diciembre de 2016 Página 5

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 16 de 2016
En Sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 2016, 

Proyecto de ley número 277 
de 2016 Cámara, 127 de 2015 Senado, por medio de 
la cual se establecen lineamientos para el trabajo de-
sarrollado por las personas que prestan sus servicios 
en los Programas de Atención Integral a la Primera 
Infancia y protección Integral de la Niñez y Adoles-
cencia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), sus derechos laborales, se establecen garan-
tías en materia de seguridad alimentaria y se dictan 
otras disposiciones. 
Proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 

de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de diciembre 14 de 2016, previo su 
anuncio en Sesión del día 13 de diciembre de 2016, 
correspondiente al Acta número 188.

C A RTA S  D E  C O M E N TA R I O S

CARTA DE COMENTARIOS DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 178 DE 2016 CÁMARA, 163 DE 

2016 SENADO
por medio de la cual se adopta una Reforma 

Tributaria Estructural, se fortalecen los mecanismos 

dictan otras disposiciones.
DFGN 03182
Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2016
Doctores
MAURICIO LIZCANO ARANGO
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidentes del honorable Senado y la honorable 

Cámara de Representantes
E.S.D.

 Comentarios Penalización Evasión
Respetados Presidentes:
Con ocasión del actual trámite del proyecto de Re-

forma Tributaria, este despacho ha considerado necesa-
rio compartir con el Congreso varias observaciones al 
artículo 289 de la reforma, en el que se propone la crea-
ción del tipo penal de “Omisión de activos o inclusión 
de pasivos inexistentes”1, la mayor parte de las cuales 

1 “(…) Artículo 434 A. Omisión de activos o inclusión 
de pasivos inexistentes. El contribuyente que de manera 
dolosa omite activos o presente información inexacta en 
relación con estos o declare pasivos inexistentes en un 
valor igual o superior a 7.250 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, y con lo anterior, afecte su impuesto 
sobre la renta y complementarios o el saldo a favor de 
cualquiera de dichos impuestos, será sancionado con 
pena privativa de libertad de 48 a 108 meses y multa 
del 20% del valor activo omitido, del valor activo decla-
rado inexactamente o del valor del pasivo inexistente. 
“Parágrafo 1°. Se extinguirá la acción penal cuan-
do el contribuyente presente o corrija la declara-
ción o declaraciones correspondientes y realice 
los respectivos pagos, cuando a ello hubiere lugar. 
“Parágrafo 2°. Para efectos del presente artículo se en-
tiende por contribuyente el sujeto respecto de quien se 
realiza el hecho generador de la obligación tributaria 
sustancial, (…)”.   

le fueron planteadas al Gobierno Nacional mediante 
comunicación del pasado 26 de octubre:

1. De conformidad con la propuesta recientemen-
te aprobada en las comisiones económicas conjuntas, 
puede decirse que la iniciativa engendra un delito im-
posible, como pasa a ilustrarse:

i. Hay que señalar respecto de las personas natu-
rales, que en los formularios de declaración de renta 

como el conjunto de “todos los bienes y derechos apre-
ciables en dinero”.

En cuanto a las personas jurídicas, los formularios 
respectivos imponen al contribuyente el deber de hacer 
una declaración de activos y pasivos.

Se debe anotar, sin embargo, que en ninguno de los 
dos casos la declaración impone una relación o listado 
de activos y pasivos, que permita hablar de una omisión 
de activos o de la declaración de pasivos inexistentes. 
Es que, debe repararse, lo que se declara corresponde 
al valor o al monto al que ascienden los activos o pa-
sivos. En consecuencia, desde un análisis de tipicidad 
restrictivo, propio del derecho penal, no sería punible 
la alteración dolosa del monto o la cuantía de un pasi-
vo existente (sobrevaluación del pasivo) o de un activo 
declarado (subvaloración del activo), generándose un 
vacío que puede ser aprovechado para hacer nugatoria 
la sanción penal que se pretende instaurar.

ii. Cuando el tipo penal hace referencia a “informa-
ción inexacta”, en virtud del principio de tipicidad es 
claro que estamos ante una remisión a otras normas o 
disposiciones (tipo penal en blanco) que nos indiquen 
cuándo la información puede reputarse exacta o no; por 
ejemplo, habrá que establecer si la exactitud ha de va-
lorarse desde la perspectiva de la contabilidad comer-

proyecto.

Con la redacción actual del tipo resulta imposible 
establecer cuál es la norma o el referente respecto del 
cual se predica la inexactitud aludida, lo cual puede, no 
solo impedir la aplicación del tipo penal o hacer de su 
aplicación un complejo debate, sino que también resul-
ta lesivo de los derechos de defensa y contradicción de 
los probables implicados.
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2. Al momento de juzgar la conveniencia de esta 
norma, el legislador debe percatarse que la conducta 
que se pretende prohibir con proyección en el ámbito 
tributario, a partir de la “Omisión de activos o inclusión 
de pasitos inexistentes”, hoy se concreta efectivamente 
en la contabilidad y, desde esta perspectiva, se encuen-
tra penalizada en la legislación vigente, bajo la denomi-
nación de falsedad en documento privado.2

3. El proyecto propone una causal de extinción de 
la acción penal, según la cual, basta con corregir la de-
claración y realizar los pagos que correspondan, para 
que se archive o precluya la investigación penal, lo cual 
resultaría contradictorio con la teleología de la función 
del derecho penal, pues podría anular el efecto disua-
sivo o preventivo de la norma, frente a conductas que 
atentan contra la administración pública o la fe públi-
ca, según se trate, asignándole a la acción penal una 
especie de función de cobro impositivo, propio de las 

4. Por otro lado, resultaría útil evaluar la proceden-
cia de que se establezcan tratos diferenciados y prefe-
renciales a conductas igualmente lesivas del respectivo 
bien jurídico, pues mientras el ordenamiento penal en 
su conjunto sanciona drásticamente a quien se apropia 
de los recursos del Estado, como ocurre en los delitos 
de peculado por apropiación o la estafa agravada, en 
los cuales no existe ningún mecanismo de extinción de 
la acción penal diferente a los establecidos en la ley, 

-
guiendo la acción penal, aun cuando haya producido 
fehacientemente una grave afectación al bien jurídico 
tutelado.

5. Resulta irrazonable que el proyecto establezca 
una cuantía (7.250 smmlv) a partir de la cual la omisión 
de activos o inclusión de pasivos inexistentes es consti-
tutiva de delito en tanto que el contribuyente cuyo com-
portamiento fraudulento recae sobre un mérito inferior 
a los cinco mil millones de pesos ($5.000 millones), 
también lesiona los bienes jurídicos tutelados.

Es decir, la omisión de activos o la declaración de 
pasivos inexistentes, cuando dichas conductas ascien-
den a tres mil o cuatro mil millones de pesos, no dejan 
de ser irrelevantes desde el punto de vista de su puni-
bilidad y el trato de favor, para las cuantías menores, 
solamente trasluce una política criminal que se centra 
en los grandes contribuyentes.

propuesto y la causal de extinción de la acción penal 
establecida, podrían tener la capacidad de afectar in-
vestigaciones en curso, de gran importancia, pues la 
norma propuesta es más favorable que las que actual-
mente regulan la materia.

Para estos efectos debe tenerse presente que la ini-
ciativa despenaliza todas las evasiones preexistentes, 
inferiores a los cerca de cinco mil millones de pesos 
($5.000 millones) que señala la iniciativa en cuestión, 
cuando la omisión de activos o la declaración de pasi-
vos irreales, constituye una falsedad, que como tal hoy 
es objeto de punibilidad.

7. Finalmente, debo llamar la atención que el Con-
sejo Superior de Política Criminal unánimemente, con-
ceptuó en forma desfavorable respecto de la propuesta 

2  Artículo 289 del Código Penal.

del tipo penal en comento. En el documento correspon-
diente se lee:

“... el Consejo Superior de Política Criminal con-
sidera que la propuesta de tipo penal de omisión de 
activos o inclusión de pasivos inexistentes contiene ele-
mentos que la tornan inconveniente. En tal sentido so-
licita que sean consideradas en el debate democrático 
en el Congreso de la República las observaciones rea-
lizadas en torno a (i) la indiferenciación punitiva, (ii) 
la eventual duplicidad de tipos penales, (iii) la elimi-
nación de la propuesta de extinción de la acción penal 
y su reemplazo por otra estrategia, (iv) la revisión de 
los marcos punitivos propuestos y (v) la aclaración del 
sentido del “contribuyente” como autor de la infrac-

de 7.250 salarios mínimos como criterio de relevancia 
penal de la evasión tributaria (destacado propio)”.

En suma, consideramos que la redacción actual de 
la norma es técnicamente inconveniente, por lo que la 
misma debe ser revisada por el honorable Congreso de 
la República, para lo cual ofrecemos el concurso de 
esta Fiscalía. Es deber de este Despacho procurar que 
frente a la decisión de avanzar en la criminalización 

adecuada del tipo, para que se logre el propósito que 
se busca y posteriormente no se le impute a la Fiscalía 
responsabilidad alguna por los resultados de una norma 
imperfecta.

Sin otro particular,

c.c. Doctor Mauricio Cárdenas Santamaría
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

* * *
CARTA DE COMENTARIOS DE LA 

CÁMARA COLOMBIANA DE BIENES Y 
SERVICIOS PETROLEROS AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 178 DE 2016 CÁMARA, 163 DE 

2016 SENADO
por medio de la cual se adopta una Reforma 

Tributaria Estructural, se fortalecen los mecanismos 

dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 21 de diciembre de 2016
Respetados Congresistas:
La Cámara Colombiana de Bienes y Servicios Pe-

troleros, (Campetrol), es una entidad sin ánimo de lu-
cro, cuyo objeto principal es ser vocera y representar en 
diferentes escenarios al 80% de las empresas dedicadas 
a suministrar bienes y servicios para las actividades de 
exploración, explotación y producción de petróleo y 
gas. En esta oportunidad, Campetrol pone a su conside-
ración el concepto elaborado respecto del Proyecto de 
ley número 178 de 2016 Cámara, 163 de 2016 Senado, 
por medio de la cual se adepta una reforma tributaria 
estructural, se fortalecen los mecanismos para la lucha 

disposiciones.
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Para el efecto, se hará referencia general al conteni-
do del proyecto de ley; con posterioridad se abordará la 
incidencia en el sector de hidrocarburos desde el punto 
de vista jurídico; y se concluirá con unas observaciones 
en relación con la iniciativa legislativa.

El proyecto de ley que está siendo tramitado en el 
Congreso de la República se ha conocido como “la re-
forma tributaria estructural” y ha sido anunciado desde 
hace más de dos años por el Gobierno nacional como 
tal. Sin embargo, del análisis general de las disposicio-
nes del proyecto de ley no se advierte que en realidad 
se trate de una reforma al sistema tributario colombia-
no de naturaleza sustancial como lo demanda el con-
texto económico y jurídico del país.

Por el contrario, del análisis de proyecto lo que se 

que la iniciativa se estructuró en torno a los ingresos de 
las personas naturales y jurídicas, pero no se profundi-

-
ron temas fundamentales del mismo como son la gran 
cantidad de subsidios previstos en aquel que no gene-
ran valor ni las exenciones o exclusiones previstas. La 
revisión y ajuste de estos elementos, implicaría el au-

contrario al contenido de este proyecto, la protección 
de los ingresos de los colombianos.

proyecto debe tenerse en cuenta que su origen está en 

del petróleo de hace algunos años. Así, ante la reduc-
-

do se produjo una necesaria y correlativa reducción de 
los ingresos de un aparato estatal que había aumentado 
su gasto.

Así las cosas, de cara al país, debe indicarse de for-
ma clara que si bien, esta reforma busca compensar un 
faltante en los ingresos de la Nación necesarios para 
cubrir sus gastos, no es la reforma tributaria estructural 
a la que el Gobierno viene haciendo referencia desde 
hace un par de años.

En ese escenario se observa que en el proyecto de 
ley no se incluyeron medidas para aliviar la situación 
de un sector como el de hidrocarburos que viene atra-
vesando una delicadísima situación desde hace varios 
años, precisamente como se acaba de indicar, debido a 
la reducción de los precios del petróleo. Debe tenerse 

-

a la satisfacción de necesidades por la vía del pago de 
regalías; y al recaudo tributario.

Este proyecto no tiene en cuenta que la industria pe-
trolera y de hidrocarburos es una industria que cuenta 
con una amplia carga impositiva que bloquea la inver-
sión en dicho sector. No puede perderse de vista que 
la sostenibilidad del país en materia de hidrocarburos 

exploración y explotación del recurso, en las que no 
se obtienen ingresos y por ende se enmarcan en un pe-
riodo improductivo, sin que ello sea óbice para la ate-
nuación de sus obligaciones tributarias, derivando en 
imposibilidad de desarrollar la actividad económica.

Además, al analizar el articulado del proyecto no se 

la situación del sector. Por el contrario, en los artícu-
los 221 y siguientes se establecen incentivos tributarios 

para contribuir a disminuir la desigualdad en las Zonas 

-
cios tributarios para las nuevas sociedades que inicien 
actividades en las referidas zonas, que así sean estable-
cidas por el Gobierno nacional.

de forma expresa a las empresas del sector hidrocarburos 

estas empresas que tradicionalmente han desarrollado sus 
actividades en zonas que han sido víctimas de la violen-
cia, desconoce la realidad del desarrollo de esas regiones, 
y el esfuerzo de estas compañías, que le han apostado al 
desarrollo de las comunidades de estas zonas en las que 
existen sentidas necesidades de empleo y de servicios pú-
blicos, como en los departamentos del Meta, Putumayo y 
de Guainía, entre otros. Excluir a las empresas del sector 
de hidrocarburos y a las que ya se encuentran desarro-
llando proyectos en las regiones, para que los incentivos 

y de otros sectores genera un tratamiento desigual que no 
es admisible desde el punto de vista constitucional; a la 
vez que desconoce el principio constitucional de equidad 

En efecto, la industria de hidrocarburos general 
alredor de 75.000 empleos directos e indirectos en el 
país. En muchas ocasiones, las empresas del sector han 
tenido que desarrollar sus actividades bajo condiciones 
de seguridad adversas y con la amenaza de los grupos 
armados de la región.

Si bien, de conformidad con el artículo 338 de la 
Constitución Política el Congreso de la República tie-
ne competencias para decretar tributos, también puede, 

-
cios tributarios para ciertas personas o actividades, en-

de carácter económico o social, siempre que respete el 
principio de equidad tributaria. De conformidad con 
este postulado el Legislador puede establecer exencio-

con su conveniencia, sin que esos mismos sean con-
trarios a la Carta, siempre que se otorguen a todos los 
sujetos que se encuentran en igualdad de condiciones. 
De otra forma, este tratamiento diferenciado devendría 
en contrario al principio de equidad tributaria a menos 
que existan motivos para el trato desigual1.

-
centivos tributarios por medio de la ley para empresas 
que desarrollen sus actividades en las zonas más afec-

-
lamente a nuevas empresas y excluir de forma expresa 
a las empresas del sector de hidrocarburos, desconoce 
la realidad del desarrollo de estas regiones y lesiona el 
principio de equidad tributaria horizontal, al privar del 

Así las cosas, reconociendo que el proyecto de re-
forma que se discute en el Congreso no corresponde a 

en la necesidad de la Nación de aumentar el recaudo, 
es importante reconocer la importancia del sector de 
hidrocarburos para la economía general, para la sos-

1 Al respecto ver Sentencia de la Corte Constitucional 
C-675 de 2015.
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tenibilidad del sector y de las regiones en las que este 
sector desarrolla sus actividades, de tal forma que no 

previstos para otras empresas que están en igualdad de 
condiciones.

Cordialmente,

* * *
CARTA DE COMENTARIOS DE LA 

ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA 
SALUD AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 178 

DE 2016 CÁMARA, 163 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se adopta una reforma tributaria 

estructural, se fortalecen los mecanismos para la 

otras disposiciones.
COL/PWR/151(3748-16)
Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2016
Respetado Presidente de la Cámara señor Pinto:
La Organización Panamericana de la Salud/Orga-

nización Mundial de la Salud OPS/OMS, tiene a bien 
dirigirse al honorable Congreso de la República de 
Colombia, con ocasión de hacerle llegar comunicado 

-
namericana de la Salud OPS, y Directora Regional para 
las Américas de la Organización Mundial de la Salud 
OMS sobre la prevención y control de las enfermeda-
des no transmisibles.

Al agradecer su amable atención, hago propicia la 
oportunidad para renovar las seguridades de mi más 
alta y distinguida consideración.

Señor
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente de la Cámara de Representantes 
Congreso de la República de Colombia
Ciudad
Referencia: NMH/RF/16/254
8 de diciembre de 2016
Señores Presidentes:
Tengo el honor de dirigirme a ustedes, en mi carác-

ter de Directora de la Organización Panamericana de 
la Salud (OPS) y Directora Regional para las Américas 
de la Organización Mundial de la Salud, (OMS). Como 
es de su conocimiento, la misión de la OPS/OMS es 
contribuir a que todos los pueblos alcancen el grado de 

salud más alto, a través de la promoción y coordinación 
de los esfuerzos de los países para combatir las enfer-
medades, prolongar la vida, y estimular el mejoramien-
to físico y mental de sus habitantes como lo establecen 
sus instrumentos Constitutivos.

La OPS/OMS celebra los esfuerzos del Estado co-
lombiano para prevenir y controlar las enfermedades 

propuestas de aumentar los impuestos al tabaco e intro-
ducir impuestos a las bebidas azucaradas, estas accio-
nes están incluidas en el capítulo sobre los impuestos 
para promover hábitos saludables dentro del proyecto 
de ley para adoptar una reforma tributaria estructural de 
fortalecimiento de los mecanismos para la lucha contra 

están siendo discutidas en el honorable Congreso de 
Colombia.

Los impuestos a las bebidas azucaradas son una de 
las opciones de políticas del Plan Mundial para la pre-
vención y el control de las enfermedades no transmi-
sibles 2013-2020 de la OMS, y se constituyen en una 
línea estratégica del Plan de Acción para las Améri-
cas para la prevención de la obesidad en la niñez y la 
adolescencia aprobado en la 53 Reunión del Consejo 
Directivo de la OPS. Esta opción está basada en una 
amplia evidencia internacional y de estudios desarro-
llados en Colombia, que muestran que los impuestos a 
las bebidas azucaradas reducen su consumo y de esta 
forma contribuyen a la prevención del sobrepeso y la 
obesidad. Esta medida debe estar acompañada de otras 
intervenciones simultáneas, tales como la regulación de 
la publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas con 
alto contenido calórico dirigida a niños y adolescentes, 
especialmente para aquellos productos con alto conte-
nido de azúcar, sal y grasa, el etiquetado de advertencia 
sanitaria frontal para estos productos y las acciones de 
educación y promoción de la salud, entre otras.

Señor Senador
MAURICIO LIZCANO
Presidente 
Senado de la República de Colombia
Señor Representante 
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente
Cámara de Representantes de la República de 

Colombia
Congreso de la República
Bogotá, Colombia
Las políticas relacionadas con los precios e impues-

-

la amenaza, que representa su consumo. Así lo indican 
las directrices del artículo 6° del Convenio Marco de 
la OMS para el Control del Tabaco (CMCT) del cual 
Colombia es Estado Parte desde el 2008. Estas directri-

-
ca a nivel mundial, regional y nacional. Esta evidencia 
muestra que los precios elevados inducen a abandonar 
el consumo de tabaco, evitan que se empiece a fumar 
a una edad temprana, reducen el número de recaídas 
entre quienes han dejado de fumar, y disminuye el con-
sumo entre quienes siguen fumando. Como tal, esta 
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como costo- efectivas por los Estados Miembros de la 
OMS en el mencionado Plan Mundial para la preven-
ción y el control de las enfermedades no transmisibles 
2013-2020.

-
lorará la oportunidad de aprobar las medidas antes se-
ñaladas, dentro de la iniciativa integral que se discute, 
y con ello, seguir impulsando a través de legislaciones 
las medidas más costo-efectivas que se están adoptan-
do a nivel mundial para prevenir los factores de riesgo 
que producen enfermedades no transmisibles, en el ca-
mino hacia la protección de la salud que el Gobierno de 
Colombia ha venido construyendo durante este siglo.

Expresamos nuestro total respaldo a estas políticas, 
que estamos seguros no solo contribuirán a mejorar la 
salud de la población, sino a mejorar el desempeño so-
cial y económico del país.

Con el testimonio de mi mayor consideración.

Cc: doctor Alejandro Gaviria Uribe.

C O N C E P T O S
CONCEPTO DEL MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 258 DE 2016 CÁMARA

por la cual se convierte en política de Estado el 
programa Ser Pilo Paga como estímulo a estudiantes 
con mérito académico y en condición de vulnerabili-
dad socioeconómica y se dictan otras disposiciones.

I. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene como objeto que el pro-

grama Ser Pilo Paga sea elevado a la categoría de una 

educación superior de estudiantes con vulnerabilidad 
socioeconómica y con mérito académico.

II. CONSIDERACIONES DE ORDEN 
CONSTITUCIONAL

1. Financiación
El artículo 3° de la iniciativa establece lo siguiente:
“El Gobierno nacional proyectara (sic) y garanti-

zara (sic) los recursos para la implementación de la 
Política de Estado prevista en la presente ley, de mane-
ra consistente con el Marco Fiscal de Mediano Plazo y 
el Marco de Gasto de Mediano Plazo: este a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público garantizará 
anualmente, una partida presupuestal dentro del Pre-
supuesto General de la Nación; los recursos necesa-

de Educación Nacional.
-

cieras y presupuestales del país el Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público priorizará y garantizará la 
progresividad anual de recursos que permita una ma-
yor cobertura del programa.

En ningún momento se destinarán menores recur-
sos por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico de los asignados en la vigencia inmediatamente 
anterior.

Parágrafo Transitorio. A partir del año 2019, y 
de manera anual hasta el año 2024, se incrementará 

nuevos anuales, hasta alcanzar un número acumula-

programa. La asignación presupuestal que asigne el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público anualmente 
deberá incrementar proporcionalmente”.

Este tipo de iniciativas deben tener en cuenta que 

por el Acto Legislativo número 3 de 2011) reconoce el 

orientador de la actividad estatal. Sobre el particular, 
nuevamente la Corte Constitucional en la Sentencia 

-
ce y precisó ciertos aspectos en cuanto a su aplicación:

“El primer aspecto que se encuentra en el Acto Le-
gislativo demandado es (sic) integra a la Constitución 

la doctrina económica, no es unívoco. Sin embargo, las 
-
-

estabilidad macroeconómica”. (Negrita es nuestra).
-

“orientar”. La acepción usual de esos conceptos in-
dica que la SF, así entendida, consiste en un patrón o 
guía para la actuación de las autoridades del Estado. 

principios constitucionales, no cumple objetivos autó-
nomos ni prescribe mandatos particulares que deban 
ser optimizados, sino que es una herramienta que solo 
adquirirá validez y función constitucionalmente rele-

fue prevista”.
Igualmente, la referida sentencia se pronunció so-

bre la relación entre la progresividad de los derechos 

Legislativo número 3 de 2011:
“La jurisprudencia constitucional ha señalado que 

el principio de progresividad de los derechos sociales 
consiste en la obligación del Estado de “seguir hacia 
adelante” en la consecución del goce pleno de estas 
garantías. Quiere esto decir que los Estados no pue-
den quedarse inmóviles ante la satisfacción de los mis-
mos, sino que deben propender por el aumento de la 
cobertura y de las garantías que le son propios, hasta 
el máximo posible, a través del establecimiento de me-
didas legislativas y de cualquier otra índole”.

En consecuencia, el Estado debe adoptar medidas 
que progresivamente amplíen y fortalezcan la presta-
ción del servicio público de educación superior colom-
biano. No obstante, esas medidas deben tener en cuenta 
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la actividad estatal.
De allí la importancia de que, en el presente caso, 

se dé aplicabilidad al artículo 7° de la Ley 819 de 2003 

los proyectos de ley que sean debatidos al interior del 
Congreso de la República:

de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que 
-
-

diano plazo.
Para estos propósitos, deberá incluirse expresa-

mente en la exposición de motivos y en las ponencias 
-

tiva y la fuente de ingreso adicional generada para el 
.

Es de anotar que la Ley 819 de 2003 es de rango 
orgánica, y por consiguiente, está llamada a dirigir la 
actividad legislativa que adelante el honorable Congre-
so de la República, según lo preceptuado en el artículo 

que si un proyecto de ley no atiende las reglas esta-
blecidas en dicha norma, aquel contendrá un vicio por 
vulnerar el referido mandato constitucional.

Incluso, la Corte Constitucional ha exaltado el ca-
rácter “cuasi constitucional” de las leyes orgánicas, lo 

para hacer un juicio de constitucionalidad a otras de in-
ferior jerarquía normativa. Por ejemplo, en la Sentencia 
C-432 de 2000 dijo:

“El criterio adoptado por la Corporación permite 
concluir que la ley orgánica del presupuesto se en-
cuentra dotada de la característica especial de poder 
condicionar la expedición de otras leyes sobre la ma-
teria a sus prescripciones, de modo tal que una vul-
neración o desconocimiento de los procedimientos y 
principios que en ella se consagran al momento de 
la expedición de las leyes presupuestales ordinarias, 
puede acarrear la inconstitucionalidad de éstas, de-
bido al rango cuasi constitucional al que sus dispo-
siciones han sido elevadas por voluntad expresa del 
Constituyente”. (resaltado fuera de texto).

No obstante en el presente caso, revisada la expo-
sición de motivos, se puede constatar que no se hizo 

en los términos anteriormente indicados, pues no se in-
cluyeron los estudios técnicos que soporten el impacto 
económico que podría generar la iniciativa propues-
ta. Llama la atención por ejemplo, que no se indica la 
“fuente de ingreso adicional” para efectos de que el 
Presupuesto General de la Nación pueda soportar la 

a categoría de Política de Estado el Programa Ser Pilo 
Paga; a contrario sensu, el artículo 3° se limita a indi-
car que “a través del Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público, [se] garantizará anualmente, una parti-
da presupuestal dentro del Presupuesto General de la 

del Programa, con base en las metas de cobertura que 

-
tucionalidad del proyecto analizado, es importante 

motivos y contar con el concepto del Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público en los términos indicados en 
el artículo 7° de la Ley 819 de 2003.

III. CONSIDERACIONES DE CONVENIENCIA
1. El numeral 2 del artículo 2° dispone:
“Subsidio de sostenimiento pertinente a las condi-

ciones de vulnerabilidad socioeconómica del estudian-
te”.

De acuerdo con los criterios que ha establecido el 
Ministerio de Educación Nacional, el apoyo de sosteni-

-

Paga en consideración a su entorno psicosocial, por lo 
cual atiende criterios de origen, ubicación de su núcleo 
familiar y lugar donde van a desarrollar su proceso de 
educación.

Por lo anterior, referir en el proyecto de ley que los 
subsidios no atienden sino criterios de “vulnerabili-
dad”, implica que el criterio para otorgar el subsidio 
se asociaría exclusivamente a los puntajes de Sisbén, 
situación que no permitiría la adecuada distribución de 
los recursos.

Por lo anterior, proponemos la siguiente redacción:
“2. Apoyo de sostenimiento cuyo monto se determi-

nará teniendo en cuenta la región y municipio de resi-

la región y municipio donde efectuará les estudios de 
educación superior, de acuerdo con los criterios que 
establezca el Gobierno nacional”.

2. El parágrafo 2° del artículo 2° dispone:
“Parágrafo 2°. Facúltase al Ministerio de Edu-

cación Nacional, para que excepcionalmente no se 
adelante el Programa Académico en Instituciones de 
Educación Superior Publica (sic) acreditadas de alta 
calidad, sino con Instituciones de Educación Superior 

Vigente, cuando se encuentran Regiones cuyos resulta-
dos del Programa presentan baja cobertura de acce-
so a la Educación Superior y que permitan superar el 
problema o en el evento que las Instituciones de Edu-
cación Superior estén adelantando esfuerzos compro-
bables hacia la obtención de la Acreditación por parte 
del Ministerio de Educación Nacional”.

Se sugiere eliminar el parágrafo 2° del artículo 2°, 
por las siguientes razones:

Primero, porque el Programa Ser Pilo Paga tuvo sus 
fundamentos en el “Acuerdo por lo Superior 2034”, del 
4 de agoste de 2014, prepuesta de política pública para 
la excelencia de la educación superior en Colombia 
en el escenario de la paz, en el lineamiento de Edu-
cación inclusiva: acceso, permanencia y graduación, 
que aborda como ideal de desarrollo el contar con una 

los requerimientos educativos de quienes accedan al 
sistema de educación superior. Por esto, el Gobierno 
nacional en aras de desarrollar estrategias que permitan 
fomentar la excelencia y calidad de la educación su-
perior a estudiantes con menores recursos económicos 
y destacados con excelentes puntajes en las pruebas de 
Estado Saber 11 del año 2014 y en adelante, diseñó, 
junto con el Icetex, el Programa Ser Pilo Paga.

En efecto, el mencionado programa consiste en una 
estrategia que permite fomentar el acceso y la excelen-
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cia en la educación superior, a través del otorgamiento 
de créditos condonables en instituciones de educación 
superior públicas y privadas acreditadas en alta cali-
dad, fomentando que aquellas Instituciones de Educa-
ción superior que deseen hacer parte de esta política 
pública, estén garantizando la excelencia y calidad de 
la educación que ofrecen en el desarrollo de servicio 
público.

Segundo, porque el Programa Ser Pilo Paga no es 
un “programa académico” como lo indica el citado pa-
rágrafo, sino una estrategia orientada a fomentar el ac-
ceso a instituciones de educación superior acreditadas 
en alta calidad dirigida a: estudiantes de bajos recursos 
económicos y con excelentes resultados en las pruebas 
Saber-11.

Tercero, porque el parágrafo indica que el Programa 
Ser Pilo Paga se adelantaría por regla general en ins-

en alta calidad, lo cual contradice el primer numeral 
del mismo artículo que señala como uno de los bene-

-
ma: “Crédito condonable hasta por el 100% del valor 
de matrícula del programa académico de pregrado en 
instituciones de educación superior privada o pública 
acreditada de alta calidad”.

Debe considerarse de forma adicional que, el pro-

(corte 5 de julio de 2016), quienes provienen de 947 
municipios, del total de 1.122 que tiene Colombia. Es 
decir, el programa ha llegado al 84% del territorio na-
cional. Por lo mismo, el impacto que el programa Ser 
Pilo Paga ha tenido sobre la sociedad colombiana se 
evidencia en el hecho de haber dado la posibilidad a 
jóvenes de bajos recursos de acceder a la educación su-
perior con calidad lo cual no habría sido posible sin la 
existencia del programa. 

De esta manera Ser Pilo Paga está desencadenando 
una transformación de todo el sistema de educación su-

en la institución de educación superior con acreditación 
de Alta Calidad que libremente elijan, de ahí que rei-
teramos nuestra solicitud de eliminar el parágrafo en 
comento, dado que este genera una excepción que no es 

3. Respecto del parágrafo transitorio previsto en el 
artículo 3° del proyecto de ley, se sugiere solicitar el 
concepto del Ministerio de Hacienda y se considere 
que los recursos que se otorguen para el programa no 
hagan parte de los gastos de inversión del presupues-
to del Ministerio de Educación Nacional, teniendo en 
cuenta que la propuesta tiene por objeto el cubrimiento 

techo presupuestal del Ministerio de Educación.
4. El artículo 4° del proyecto de ley dispone:

cumplir las siguientes características.
(…).
b) Cumplir con un punto de corte en el Sisbén ver-

sión III o instrumento que haga sus veces.
c) Ser admitidos en una de las Instituciones de Edu-

cación Superior públicas y privadas acreditadas en 
alta calidad.

(...)”
Respecto del artículo relacionado anteriormente, 

es importante indicar que el Sistema de Selección de 

-
-

da, objetiva, uniforme y equitativa. Por lo tanto, gracias 
al Sisbén, los colombianos en condición de vulnerabi-
lidad pueden acceder efectivamente a programas que 
buscan mejorar sus condiciones de vida, como es el 
caso del Programa Ser Pilo Paga.

En todo caso, no resulta viable que se establezca 
como requisito “cumplir con un punto de corte en el 
Sisbén versión III” como plantea el literal b) del artícu-
lo en comento, ya que dicha redacción no reconoce las 
dinámicas que presenta el sistema.

En efecto, para el caso del Programa Ser Pilo Paga, 
-

ne el puntaje máximo que, en una fecha determinada, 
deben acreditar en el Sisbén los aspirantes a ser bene-

pena anotar que dicho puntaje máximo puede variar 
dependiendo de la situación socioeconómica de la re-
gión en donde ellos residan. Así por ejemplo, en la pri-
mera versión del programa, los aspirantes residentes en 
las 14 ciudades principales debían acreditar un puntaje 
menor a 57.21, mientras que aquellos que convivían en 
zonas rurales su puntaje debía ser menor a 40.75.

Por lo tanto, para el Ministerio es importante adicio-
nar el literal b) del artículo 4°, pues no basta con acre-
ditar el puntaje en el Sisbén, sino también es impor-
tante tener en cuenta una fecha de corte y la ubicación 

siguiente redacción:
“b. Tener un puntaje dentro de los rangos estableci-

dos con el instrumento de focalización Sisbén o aquel 

Gobierno nacional”.
Respecto del literal c), es pertinente señalar que se 

está solicitando que el estudiante este admitido en una 
institución de educación superior “pública y privada”, 
por lo tanto la conjunción gramatical empleada es del 
orden copulativo, lo que referiría que el posible bene-

IES privada, siendo lo correcto utilizar la conjunción 
“o”, la que atendería el sentido del programa y la dis-
posición. Siendo así, proponemos la siguiente redac-
ción:

“c) Ser admitido en una de las Instituciones de Edu-
cación Superior públicas o privadas, acreditada en 
alta calidad”.

5. El parágrafo del artículo 6° del proyecto de ley 
dispone:

“Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará 

información y, en caso de presentarse inconsistencias, 
las entidades competentes deberán realizar todas las 

información y tomarán las acciones legales a lugar. En 

excluidos del mismo por actualización de las bases de 
datos”.
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Al respecto, el Ministerio de Educación recomienda 
que el alcance del parágrafo en mención, debe corres-
ponder al sentido teleológico del título previsto en el 

garantizar la transparencia de la información aportada 

una simple actualización de bases de datos de informa-
ción sin tener un efecto jurídico vinculante con la trans-

Por lo anterior, se considera que el parágrafo debe-
rá contemplar Una situación administrativa donde los 

ser adjudicatarios puedan ser excluidos del programa. 
Así por ejemplo, aquellas personas que alteraron su 
condición socioeconómica para demostrar una supues-
ta vulnerabilidad, previo proceso administrativo, se 

atender población con condiciones académicas ex-

adelantar estudios de educación superior. Siendo así, 
proponemos la siguiente redacción:

“Parágrafo. El Gobierno nacional reglamenta-

en caso de presentarse inconsistencias, las entidades 
competentes deberán realizar todas las gestiones perti-

tomarán las acciones legales a lugar. En caso de pro-
barse la falta de veracidad de la información o alte-

deberá ser excluido del mismo garantizando el debido 
proceso administrativo”.

IV. CONCLUSIONES
El Ministerio de Educación Nacional reconoce la 

intención loable de la iniciativa, la cual sin duda, se 
alinea con los planteamientos de la Ley 1753 de 2015, 
“por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 “Todos por un nuevo país”, que plantea a la 
educación como uno de los pilares de dicho plan, por 
ser el más poderoso instrumento de igualdad social y 
crecimiento económico en el largo plazo, con una vi-
sión orientada a cerrar brechas en acceso y calidad al 
sistema educativo, entre individuos, grupos poblacio-
nales y entre regiones, acercando al país a altos están-
dares internacionales y logrando la igualdad de opor-
tunidades para todos los ciudadanos. No obstante, este 

Ministerio encuentra algunas observaciones de orden 
constitucional y de conveniencia, y en consecuencia, 
sólo podríamos apoyar la iniciativa siempre y cuando 
el honorable Congreso de la República acoja las obser-
vaciones presentadas en este concepto.
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